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Procurador D./Dña. ALEJANDRO GONZALEZ SALINAS, Procurador D./Dña. JUSTO GUEDEJA-MARRON DE ONIS, Procurador D./Dña. MARIA SOLEDAD CASTAÑEDA GONZALEZ, Procurador D./Dña. ELOISA PRIETO PALOMEQUE y Procurador D./Dña. FRANCISCA AMORES ZAMBRANO
AUTO Nº  121/2015
MAGISTRADOS SRES.

Dª. MARÍA RIERA OCARIZ

D. JESUS EDUARDO GUTIÉRREZ GÓMEZ

D. CELSO RODRIGUEZ PADRON

En Madrid, a 13 de  Febrero de 2015.
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por el Juzgado de Instrucción nº 51 de Madrid, se dictó en las  Diligencias Previas nº 7279/12  auto de fecha 28 de Octubre de 2014, que desestimo el recurso de reforma interpuesto por la representación procesal de Simón Viñals Pérez y D. Carlos Viñals Larruga contra la resolución de 29 de Agosto de 2014.

SEGUNDO.- Notificada dicha resolución se interpuso contra ella recurso de apelación por la Procuradora Dña. Rosa Mª Martínez Virgili, en nombre y representación de Simón Viñals Pérez y D. Carlos Viñals Larruga, que fue admitido en un solo efecto, librándose los correspondientes testimonios, habiendo impugnado el recurso el Ministerio Fiscal, Dña. Cristina Arce de la Fuente, Dña. Rocío Oña Pineda, Dña. Belén Langdon del Real, Dña. Mª Teresa Alonso Vinatea y Dña. Katia Esteban Casielles.

TERCERO.- Recibidos los testimonios, en esta Sección 23ª, formado el rollo 72/2015 se señaló la deliberación del recurso, declarándose los autos vistos para dictar la presente resolución.

Ha sido Ponente la Ilma. Sra. Magistrada Dña. María Riera Ocariz

RAZONAMIENTOS JURIDICOS

PRIMERO: El Jdo. De Instrucción 51 de Madrid ha dictado auto de 29-8-2.014 en el que acuerda la continuación del procedimiento por los trámites de los arts.780 y siguientes de la LECr para quince personas imputadas por unos hechos que podrían integrar cinco delitos de homicidio por imprudencia de los previstos en el art.142-1 CP y diez delitos de lesiones imprudentes de los previstos en el art.152-1 CP. Dos de estos imputados formulan recurso de apelación contra este auto, imputados a los que se atribuye una participación culposa en las muertes de tres de las víctimas de estos hechos: Cristina Arce de la Fuente, Katia Esteban Casielles y Rocío Oña Pineda. 

El auto de 29-8-2.014 describe una serie de causas que pueden ser consideradas como omisiones del deber de cuidado interno y externo atribuidas a personas concretas e imputadas en la causa, que confluyeron en un momento en el evento que se celebraba en el espacio conocido como Madrid Arena celebrado en la noche del 31 de octubre al 1 de noviembre de 2.012 para producir una avalancha de personas incontrolada que determinó el fallecimiento de cinco chicas muy jóvenes. Estas causas serían las siguientes: a) La venta de 23.000 entradas aproximadamente para un local con un aforo de 10.620 personas. B) Solo estaban en funcionamiento tres de los ocho pasillos de evacuación del local. C) La celebración de un enorme “botellón” que llegaba a las mismas puertas del Madrid Arena. D) La apertura del portón cota cero, no previsto para la entrada de público; e) la entrada masiva al recinto de asistentes al botellón por el portón cota cero y f) la avalancha que se produce al unirse las personas que entran en el recinto por el portón cota cero con los que asistían al evento, en un número muy superior al que permitía el aforo.

Ninguna de estas causas es atribuida a los actuales apelantes, ambos médicos de profesión. Su actuación, según se describe en el auto apelado, tiene lugar después de haberse producido la avalancha, cuando las tres chicas citadas son conducidas a la enfermería en la que están los doctores para ser atendidas por estos. En el auto apelado se afirma que las chicas no estaban muertas, sino en parada cardiorrespiratoria (PCR) y la deficiente atención que recibieron por parte de los doctores, contratados para prestar el servicio médico necesario en el evento, debe ser considerada como “una inobservancia de las reglas de actuación, que vienen marcadas por lo que se conoce, en términos jurídicos, como lex artis” (STS 547/2.002 de 27 de marzo), en definitiva una omisión del deber de cuidado exigible a un profesional de la medicina que en este caso ha contribuido a la producción del resultado mortal a causa de la deficiente atención profesional prestada a unas víctimas que se encontraban ya en estado muy grave cuando llegaron a la enfermería.

En relación al Dr. Simón Viñals Pérez el auto destaca: a) La insuficiencia de medios de la enfermería, sin personal, medios o instrumental suficiente, sin agua corriente; b) la asunción por parte del apelante del servicio médico en esas condiciones de insuficiencia; c) la falta de actuación ante tres pacientes en PCR a las que se da erróneamente por muertas, “actuación errática e insuficiente” según el auto y d) la ausencia de asistencia médica, sin practicar reanimación cardiopulmonar (RCP).

Sobre el Dr. Carlos Viñals Larruga se destacan también en el auto la actuación, o más bien ausencia de ella, que podría constituir una infracción de las reglas elementales que constituyen la lex artis: a) Al igual que en el caso de su padre, se le atribuye dar por muertas a las tres chicas que estaban en PCR. B) El Dr. Viñals Larruga asiste personalmente a Rocío Oña Pineda de forma deficiente, porque no utilizó desfibrilador, no buscó acceso a una vía vascular, no utilizó una cánula de Guedell, no dio instrucción alguna al resto del personal sanitario.

SEGUNDO: El recurso de apelación cuestiona la calificación contenida en el auto de la actuación profesional de ambos apelantes y argumenta que no concurren los requisitos necesarios para apreciar delitos de homicidio imprudente. En este sentido se afirma, en primer lugar, que no pueden existir delitos de imprudencia porque en el auto apelado se describe una situación en la que el resultado letal en las tres víctimas se produce antes de que estas llegaran a la enfermería, por lo que la actuación de los doctores no pudo contribuir a esa resultado mortal, que ya se había producido. Añade el recurso que el Ministerio Fiscal en su informe de 27-11-2.014 precisa que solo son imputables a los dos apelantes los fallecimientos de Cristina Arce y Rocío Oña, no así el de Katia Esteban, porque no se sabe si llegó con vida a la enfermería y esta consideración, en opinión del apelante, es extrapolable a las otras dos primeras víctimas, si se tiene en cuenta las causas de sus muertes puestas de manifiesto en los informes de autopsia, que demuestran una situación irreversible en ambas, sin recuperación posible. Añade el recurso que en el auto apelado se contiene una afirmación que debería conducir al sobreseimiento de la causa, cuando se afirma que “carece por completo de sentido especular si otra actuación médica hubiera conducido o no a otro resultado”.

En relación al Dr. Simón Viñals Pérez se dice en el recurso que, sobre las condiciones de la enfermería, no se ha tenido en cuenta el informe de la Clínica Médico Forense completo (informe de los Dres. Donat Laporta y Gómez Soro de 6-5-2.014), en concreto, ha malinterpretado la conclusión K; tampoco ha tenido en cuenta el informe realizado por el Dr. Limo Bernal (de 14-7-2.014); añade que el Dr. Viñals Pérez estaba preparado para un evento con un aforo de unas 7.000 personas máximo, según le comunicó la empresa DIVIERTT, y no para 30.000 asistentes que acudieron en realidad; que el equipo con que contaba era suficiente, compuesto por dos médicos un auxiliar sanitario y cuatro técnicos de emergencias y que no existe legislación que regule la composición de un servicio médico preventivo de estas características.

Sobre la actuación médica del Dr. Viñals Pérez, que en el auto apelado se califica de errática e insuficiente, atribuyendo al apelante encontrarse en un estado de estupefacción o bloqueo mental, se argumenta en el recurso que el auto apelado tan solo tiene en cuenta los testimonios de los profesionales sanitarios de SAMUR que acudieron al lugar de los hechos y no se tiene en cuenta, en cambio, que ninguno de estos profesionales presenciaron las maniobras de RCP que fueron realizadas a las tres víctimas durante 15 o 20 minutos por los miembros del equipo de los Dres. Viñals y que son referidas por ellos en sus declaraciones testificales. El recurso critica también que no se tenga en cuenta que los doctores que elaboraron el informe de la Clínica Médico Forense de 6-5-2.014 no han podido pronunciarse sobre si la actuación profesional de los dos apelantes contribuyó decisivamente al resultado mortal en las tres víctimas (conclusión Q); critica igualmente la ausencia de valoración del informe del Dr. Limo Bernal, en el que se concluye que la actuación de los doctores Viñals y de su equipo fue absolutamente ajustada a la lex artis y apoya la tesis de los apelantes de que las víctimas se encontraban en una situación irreversible cuando llegaron a la enfermería.

En relación al Dr. Carlos Viñals Larruga, se argumenta en el recurso que no puede ser considerado en plano de igualdad frente a su padre, que era el jefe médico del equipo, encontrándose él en una situación de subordinación. Se niega en el recurso que este doctor diera a las chicas por muertas, tan solo apreció signos claros de muerte y eso no es equivalente, pues se intentó su reanimación; añade el auto que el Dr. Viñals Larruga se centró en la asistencia de Rocío Oña, a la que practicó RCP, pero su situación era irreversible y el hecho de que recuperara una leve actividad cardíaca tras las maniobras realizadas por el personal de SAMUR no equivalía en absoluto a una posibilidad de recuperación de la víctima.

Con todos estos argumentos se interesa en el recurso el sobreseimiento de la causa para los dos apelantes.

TERCERO: Los argumentos del recurso se apoyan en la valoración del resultado probatorio obtenido con las diligencias de prueba practicadas en la instrucción que realiza la propia parte, desde su propio punto de vista, para concluir que no se ha acreditado en la conducta de los doctores imputados los elementos necesarios para apreciar tres delitos de homicidio imprudente. Lo que se pide en el recurso es en realidad una sentencia absolutoria anticipada, de ahí que se invoque repetidamente en el recurso el principio in dubio pro reo, que no tiene aplicación en este momento procesal y entra en juego en la valoración de la prueba practicada en el juicio oral. 

Es necesario por ello reiterar que el auto apelado no es una resolución pensada para adoptar decisiones de carácter definitivo, ni siquiera debe contener una calificación jurídica de los hechos objeto del procedimiento, porque esa tarea incumbe a las partes acusadoras; el auto apelado tiene la función de abrir la fase de preparación del juicio que comienza desde el momento en el que el Juez dicta resolución acordando seguir los trámites del procedimiento abreviado y tiene por finalidad la de resolver, tras la tramitación pertinente, sobre la procedencia de abrir o no el juicio oral y, en su caso, la fijación del procedimiento adecuado y órgano competente para el posterior enjuiciamiento. El auto que abre esta fase intermedia, como es el auto aquí apelado, debe tener un contenido precisado en el actual art.779-1 4ª de la LECr: si el hecho constituyera delito comprendido en el art. 757, seguirá el procedimiento ordenado en el capítulo siguiente. Esta decisión, que contendrá la determinación de los hechos punibles y la identificación de la persona a la que se le imputan, no podrá adoptarse sin haber tomado declaración a aquélla en los términos previstos en el art. 775.

La determinación de los hechos punibles en el auto de continuación del procedimiento debe tener como base los indicios racionales de criminalidad acumulados en la causa después de practicar las diligencias de prueba. Así se hace en el auto apelado que tiene en consideración aquellas diligencias de prueba que aportan esos indicios racionales de criminalidad y no solo aquellas cuyo resultado puede ser más favorable a los apelantes, como se hace en el recurso. Sin duda es en el juicio oral donde se deberá realizar la valoración conjunta de todas las pruebas que se practiquen y donde deberá entrar en juego el principio in dubio pro reo invocado en el recurso.

Para finalizar esta precisión hay que recordar otra vez que es a las partes acusadoras a las que compete formular la calificación de los hechos, un auto como es el apelado no precisa de una calificación jurídica y las partes acusadoras no están vinculadas o limitadas a la eventual calificación jurídica que pueda contener el auto; las partes acusadoras sí están vinculadas en cambio por los hechos punibles determinados en el auto, de tal manera que no podrán formular acusación por hechos no incluidos en los mismos o contra personas que no hayan tomado previamente la condición de imputados de acuerdo con el art.775 de la LECr, pero no están obligadas a formular acusación contra todas las personas imputadas en el auto, ni tampoco por todos los hechos incluidos en el mismo y la propia LECr en su art.782 prevé la posibilidad de un sobreseimiento en cualquiera de sus clases para cualquiera de los imputados que no haya sido acusado. 

Por ello, no es un argumento que conduzca a la modificación del auto apelado el hecho de que el Ministerio Fiscal considere que los apelantes solo pueden ser acusados de dos delitos de homicidio imprudente y no por el fallecimiento de Katia Esteban, porque esta víctima se encontraba ya asistólica cuando llegó a la enfermería; entre otros motivos porque el Ministerio Fiscal no es la única acusación personada en este procedimiento.

CUARTO: Partiendo de la naturaleza y función del auto apelado los argumentos contenidos en el recurso deben ser desestimados porque, como se ha señalado, parten de una valoración de los resultados probatorios más favorables a los apelantes, pero no tiene en cuenta la información aportada por la totalidad de los medios probatorios.

El argumento nuclear del recurso consiste en la inexistencia de conductas imprudentes en los doctores imputados, porque no tuvieron participación alguna en la producción del resultado mortal en las tres víctimas que fueron llevadas a la enfermería, porque la situación de las tres chicas era irreversible cuando llegaron los doctores, esto es, las víctimas estaban más allá de toda posibilidad de ayuda; el resultado mortal se había producido antes en la avalancha y fue en ese momento donde sufrieron las lesiones mortales puestas de manifiesto en las autopsias: compresión torácica abdominal que originó un cuadro de asfixia mecánica, siendo la causa inmediata de la muerte un edema agudo pulmonar tanto en Cristina Arce  como en Katia Esteban e hipoxia mecánica que produce parada cardiorrespiratoria (PCR) en Rocío Oña Pineda.

Sin duda se trata de un argumento relevante, pues sin resultado lesivo no puede existir delito de imprudente de clase alguna; ahora bien la tesis de los recurrentes se basa en las conclusiones del informe elaborado por el Dr. Limo Bernal, quien establece la hora en que las víctimas cayeron en la avalancha y la hora en que llegaron a la enfermería (3,35 horas y 3,55 horas respectivamente) basándose en el visionado de las imágenes de las cámaras (conclusión 5); afirma que las víctimas llegaron en situación de muerte cerebral a la enfermería, que, no obstante, se practicó con ellas técnicas de soporte vital básico e intermedio, lo que permitió que una de las víctimas fuera enviada a un hospital para iniciar el protocolo de donación de órganos y concluye afirmando que la actuación de los doctores fue correcta en todo momento y sus medios suficientes para atender a un grupo de asistentes de unas 7.000 personas, no así para un grupo de 20.000 personas.

Hay que precisar que en el auto apelado no se atribuye responsabilidad alguna a los apelantes en la cuestión relativa al sobreaforo del Madrid Arena en aquellos momentos.

Sin embargo en la causa consta también el informe realizado por los especialistas de la Clínica Médico Forense de fecha 6-5-2.014 y sus conclusiones no son en absoluto coincidentes: en primer lugar afirman que en la actualidad una PCR no es sinónimo de muerte; parten de la ausencia de prueba fiable, porque no existe documentación, que acredite cuál fue la intervención de los Dres. Viñals ante las tres víctimas; consideran que el equipo de cinco personas de los doctores Viñals- y destacan que una de ellas era un auxiliar sanitario de 81 años de edad- era insuficiente para practicar una RCP avanzada, que parece era la necesaria en este caso, a las tres víctimas (conclusión G); informan de que en estos casos la adrenalina debe ser inyectada por vía intravenosa y no intramuscular, que es posible canalizar una vía periférica en un paciente en PCR; añaden que no disponen de pruebas para afirmar  qué medios materiales e instrumentales existían en ese momento para hacer una RCP avanzada o la RCP que se realizó (conclusión K); que no existen datos que avalen la realización por los doctores Viñals y su equipo de maniobras de RCP (conclusión M); hacen un estudio comparativo de las fotografías de las víctimas y de los informes elaborados por SAMUR y concluyen que todos los signos terapéuticos que se aprecian en los cuerpos de las víctimas son coincidentes con los informes de SAMUR, sin que se aprecien signos de otras intervenciones médicas distintas (conclusión N). La conclusión final del informe es que los facultativos no pueden pronunciarse sobre si la intervención de los doctores apelantes fue decisiva en la producción del resultado mortal, porque les faltan datos fundamentales.

Datos fundamentales que quizás puedan ser acreditados a través de otros medios de prueba que se han practicado y que deberán ser practicados en el acto del juicio oral, cualquiera que sea su resultado, favorable o desfavorable para los hoy apelantes.

Han declarado testigos que presenciaron la actuación de los doctores apelantes cuando las tres víctimas llegaron a la enfermería y sus testimonios son ciertamente contradictorios: Cecilio Page Hernanseiz, auxiliar sanitario con los Dres. Viñals, afirmó en su declaración de 14-6-2.013 que disponían de tubo de Guedel, adrenalina, ambu y desfibrilador y que los doctores realizaron RCP a las víctimas, utilizaron el tubo de Guedel, el ambu y suministraron adrenalina por vía intramuscular.

Rodrigo Morales Jiménez, miembro del equipo, declaró el día 14-6-2.013 que las tres víctimas llegaron a la enfermería al mismo tiempo se realizó RCP a dos de ellas, Rubén Pereira y un vigilante se pusieron con una y el testigo y uno de los doctores Viñals con la otra; afirma que no vio utilizar adrenalina con ninguna de ellas. El testigo estuvo realizando RCP durante 18 minutos y quedó exhausto.

Rubén Pereira Serrano, otro miembro del equipo, declaró el día 14-6-2.013 que no vio utilizar desfibrilador ese día ni tampoco adrenalina, que ninguno de los médicos dio instrucciones de realizar RCP y él se puso a hacerla por propia iniciativa al ver el estado de las chicas. 

Cristian Fraile Olivares es el vigilante de seguridad que estuvo en la enfermería y realizó RCP a una de las víctimas y declaró el día 31-5-2.013 que estuvo realizando las maniobras de reanimación durante unos 20 o 30 minutos, hasta que llegó el SAMUR , que no vio al Dr. Viñals (no precisa más) realizar RCP, que la hacía él y otros miembros del equipo médico, que en ningún momentos los Dres. Viñals se acercaron a ayudarle, que se puso a hacer RCP por iniciativa propia porque los médicos no atendían a las chicas.

También prestaron declaración los miembros de la unidad de SAMUR que llegaron a la enfermería del Madrid Arena y cuentan lo que pudieron apreciar por sí mismos de un modo bastante más coincidente: El Dr. Sanjuan Linares, de SAMUR, declaró el día 29-4-2.013 y cuenta que a su llegada a la enfermería ve a las tres víctimas, a una de ellas una persona le estaba dando ventilación aérea, las otras dos eran asistidas por una persona cada una de ellas, que estaba dando masaje cardiopulmonar, de forma incorrecta en opinión del testigo en vista de la situación de la paciente. Afirma que las chicas no tenían las vías puestas cuando llegó SAMUR, nadie le comentó que les hubieran puesto adrenalina, que en todo caso hay que poner por vía intravenosa y que ni siquiera le hicieron “transferencia” de las pacientes; el desfibrilador estaba apagado y nadie comentó que se hubiera usado; las pacientes estaban vestidas, no tenían gel puesto, ni pegatinas, ni quemaduras de palas, por lo que deduce el testigo que el desfibrilador no fue usado.

Teresa Pacheco Tabuenca, psicóloga de SAMUR, relató el día 21-2-2.014, que cuando llegó a le enfermería se puso a hacer RCP a una de las niñas, Rocío Oña, el Dr. Carlos Viñals estaba con ella, estaba como bloqueado, tuvo que gritarle para que ventilara a la paciente cuando ella terminaba el masaje; coincide con el anterior testigo en que no apreció signos de que se hubiera utilizado el desfibrilador con las víctimas o se les hubiese inyectado adrenalina.

Mª del Carmen Álvarez García es voluntaria de SAMUR y acudió al Madrid Arena junto a los otros testigos, en su declaración del día 21-2-2.014 cuenta que ella atendió a Katia Esteban y coincide básicamente con el relato de sus compañeros.

Jesús Jiménez Antón, conductor y técnico de SAMUR declaró también el día 21-2-2.014 y se puso a hacer RCP a las víctimas cuando llegó a la enfermería, el testigo es coincidente con sus compañeros en el sentido de que nadie comunicó nada a los integrantes de SAMUR sobre lo que había pasado cuando llegaron y que no vio que se hubiera utilizado adrenalina u otro tipo de medicación por los doctores Viñals y su equipo.

Al examinar todos estos testimonios y los informes periciales comentados hay que concluir que el auto apelado ha tenido en cuenta unos indicios racionales que cuentan con un soporte probatorio y que dan una visión de unos hechos punibles que deben ser necesariamente enjuiciados y la prueba que se practique en ese acto dará la solución definitiva a las cuestiones planteadas en el recurso.

QUINTO: De acuerdo con el art.240 de la LECr no se hace imposición de costas en esta segunda instancia.

VISTOS  los artículos de general y pertinente aplicación.

LA SALA ACUERDA

Desestimar el recurso de apelación interpuesto por la Procuradora Dª Rosa Mª Martínez Virgili en nombre de D.  Simón Viñals Pérez y D. Carlos Viñals Larruga contra el auto de 28-10-2.014 que desestimaba el recurso de reforma interpuesto contra el auto continuación del procedimiento de 29-8-2.014 dictados por el Jdo. De Instrucción 51 de Madrid en procedimiento abreviado 7279/2.012.


Notifíquese esta resolución  y devuélvanse los autos originales al Juzgado de procedencia con copia certificada de esta resolución.


Así por este auto lo acuerdan, mandan y firman los Ilmos. Sres. Magistrados que lo encabezan.

DILIGENCIA.- Seguidamente se cumple lo ordenado. Doy fe. Madrid _________________. Repito fe. 
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